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La sombra de la crisis de 2019 to-
davía ronda por las oficinas
del sector eléctrico chileno.

Siete años han pasado desde que la
indignación de la gente frenara en
seco el despliegue de los denomina-
dos “medidores inteligentes”. Una
crisis política y comunicacional que
obligó al Ejecutivo a paralizar el re-
cambio masivo.

Las preguntas de fondo: quién fi-
nancia el recambio de medidores;
cómo se reconoce el costo en la tari-
fa, y para qué sirve el medidor inteli-
gente más allá de facturar, siguen
presentes en el debate. Además, se
suma el avance irreversible de la
descarbonización industrial y la pre-
sión por reducir los tiempos de inte-
rrupción de suministro eléctrico en
los hogares chilenos. 

Desde la vereda del derecho re-
gulatorio, la controversia jurídica y
económica gira en torno al modelo
de regulación: ¿por qué el usuario
debe costear en su boleta mensual
un equipo informático y de monito-
reo que pasará a ser propiedad ex-
clusiva de la concesionaria privada? 

Javier Bustos, abogado y consul-
tor asociado de Domo Legal, explica
que, a diferencia de la mayoría de
las empresas, las distribuidoras eléc-
tricas operan bajo concesión y tari-
fas reguladas. 

Como contrapartida —dice—, el
marco regulatorio le reconoce la re-
cuperación de sus costos eficientes
de inversión, mantención y opera-
ción, más una rentabilidad regula-
da. “Dentro de ese modelo, el medi-
dor no es una apuesta de capital, si-
no un activo de red; y su costo se re-
munera por tarifa”, precisa. 

Bustos aclara que así quedó ex-
presado en el artículo 139 bis de la
Ley General de Servicios Eléctricos,
incorporado por la Ley 21.076 en
2018, el cual dispone que el empal-
me y el medidor son parte de la red
de distribución, de propiedad de la
concesionaria. 

Es más —complementa Bustos—,
ordena que los decretos tarifarios
determinen la forma de incluir su re-
muneración en las fórmulas tarifa-
rias, “por lo tanto, el traspaso a tari-
fa no es arbitrario, sino que es cohe-
rente con la arquitectura regulato-
ria del segmento de distribución.
Exigir que la empresa la absorba por
su cuenta y riesgo rompería la cohe-
rencia del modelo”. 

Pero el punto —resalta— no es
que el medidor se pague por tarifa
(que sería lo normal para toda la in-
fraestructura de la empresa para la
provisión del servicio público de dis-
tribución), sino si el usuario debe fi-
nanciar una funcionalidad que be-
neficia sobre todo a la gestión de
red y el aprovechamiento de datos
por parte de la compañía, sin un be-
neficio tangible para cliente.

Transformación más
amplia

Las empresas distribuidoras sos-
tienen que en este tema hay solo
una voz: y es la modernización del
sector. Eso sí, prefieren desmarcarse
de la palabra “medidor” para insta-
lar un concepto más amplio: la ges-
tión de red en tiempo real. 

Bajo este concepto, el gerente
general de CGE, Iván Quezada, em-
presa que abastece a más 3 millones
de clientes, destaca los atributos de
esta red en tiempo real. 

La rapidez en las respuestas y pre-
cisión, sobre todo donde se ha pro-
ducido una interrupción y la infor-
mación inmediata de qué clientes
están afectados, son algunas de las
cualidades que subraya. 

“El medidor por sí solo no evita

las interrupciones. Su verdadero
aporte aparece cuando esa infor-
mación se integra con otras tecnolo-
gías que permiten detectar una fa-
lla, aislarla y recuperar el suministro
de la mayor cantidad de clientes po-
sible”, afirma.

Al abordar las razones del estan-
camiento del proceso de instalación
de esta nueva tecnología, el CEO de
CGE asegura que una de las princi-
pales dificultades fue que inicial-
mente la discusión se concentró en
el medidor y en quién debía pagar
por este, cuando en realidad se trata
de una transformación más amplia
del sistema de distribución eléctrica. 

A lo anterior se suma —añade
Quezada— que faltó explicar de

manera sencilla cuál era el beneficio
concreto para las personas. “Si a una
familia se le dice solamente que de-
be cambiar su medidor, pero no en-
tiende que va a mejorar en su servi-
cio, es natural que exista resisten-
cia”, advierte. 

Un aspecto primordial es que esta
gestión de red, en tiempo real, faci-
lita una mayor incorporación de
energías renovables al sistema eléc-
trico chileno y está avanzando hacia
una modalidad donde las personas
no solo consumen electricidad. “Ca-
da vez tendremos más hogares y
empresas con paneles solares, bate-
rías, vehículos eléctricos, y eso cam-
bia la forma en que funcionan las re-
des. Para administrar bien esa nue-

va realidad, necesitamos saber con
mayor precisión qué está ocurrien-
do en los distintos momentos del
día: cuándo se consume energía,
cuándo se genera y cuándo se ener-
gía a la red”, concluye Quezada.

Desde Chilquinta, distribuidora
que opera en la Región de Valparaí-
so, remarcan que la tecnología de
este sistema de medidores permite
contar con información más com-
pleta sobre consumos, interrupcio-
nes y condiciones del servicio, mejo-
rando la capacidad de respuestas
frente a situaciones que en la actua-
lidad requieren más tiempo para ser
detectadas.

Al mismo tiempo, enfatizan que
optimiza los tiempos de reposición

del servicio tras un corte o sobre un
territorio azotado por las inclemen-
cias climáticas recurrentes. 

Sobre este punto, Paulina Guz-
mán, gerente de Sostenibilidad y
Asuntos Externos de Chilquinta, sos-
tiene que una red eléctrica moder-
na necesita saber con rapidez dón-
de se produjo una interrupción, a
cuántos clientes afecta, cómo evolu-
ciona la contingencia y si la reposi-
ción se completó efectivamente.

Desde la perspectiva territorial
—precisa Guzmán—, esta capaci-
dad es especialmente relevante por-
que las amenazas no se distribuyen
de manera homogénea. Zonas ex-
puestas a incendios, caída de árbo-
les, eventos meteorológicos severos
o dificultades de acceso, requieren
estrategias diferenciadas. “Contar
con una red más digitalizada permi-
te comprender mejor esas vulnera-
bilidades y fortalecer la capacidad
de adaptación y recuperación de ca-
da territorio”, precisa.

Diagnóstico gremial

Desde el gremio de las empresas
eléctricas, si bien indican que con un
sistema de monitoreo en línea se
puede saber mucho antes dónde es-
tá el problema, cuántos clientes es-
tán afectado y focalizar mejor la re-
posición, se debe hacer una trans-
formación profunda a toda la red. 

Es más, precisan que no basta la
tecnología, que tanto la regulación
y las tarifas también tienen que
cambiar. “Ese es parte del desafío
que tenemos pendiente en distribu-
ción”, señala Juan Meriches, direc-
tor ejecutivo de Empresas Eléctricas.

Al respecto, sostiene que no hay
que confundir la herramienta con la
solución completa: “Para mejorar
realmente la calidad del servicio se
necesita realizar inversiones que re-
quiere la red para ser más moderna,
automatizada y resiliente”.

Sobre si los medidores inteligen-
tes permitirían facilitar una mayor
incorporación de energías renova-
bles al sistema eléctrico chileno, Me-
riches explica que más que incorpo-
rarlas directamente, lo que hace es
permitir una mejor gestión de una
red que cada vez va a tener más ge-
neración distribuida, “baterías, ve-
hículos eléctricos y consumos que se
pueden desplazar durante el día”.

Meriches reflexiona y menciona
que la experiencia de 2019 mostró
que una transformación de esta
magnitud no puede abordarse úni-
camente como un tema técnico.
“Esto tiene que hacerse con infor-
mación, gradualidad y beneficios
que sean visibles para los usuarios, y
en eso es clave la colaboración de la
sociedad civil, de la academia y de
los municipios y parlamentarios”,
manifiesta. 

Atasco en el Congreso

En la trinchera política, la inac-
ción del Estado genera profunda
frustración, según reconocen en pri-
vado desde el Congreso. Consideran
que frente a la ineficiencia de la lec-
tura convencional de consumo, la
cual deriva con frecuencia en cobros
estimados erróneos e injustificados,
la regulación continúa entrampada. 

Hace algunos días, el tema volvió
a instalarse luego que vecinos de la
Región Metropolitana manifesta-
ron sus molestias por el aumento
desmedido en las cuentas de la elec-
tricidad asociados a los medidores
instalados en sus viviendas. 

El diputado Marco Antonio Su-
lantay, integrante activo del debate
energético en la Cámara Baja, apun-
ta directamente a la parálisis parla-
mentaria y a la vulnerabilidad del
consumidor. 

“El principal objetivo de toda po-
lítica pública de energía es desarro-
llar un sistema eficiente en la entre-
ga del servicio, pero también que
propenda a que los clientes sepan
exactamente lo que están cancelan-
do y paguen un costo asequible y
justo”, asevera.

El legislador recordó que durante
la legislatura anterior presentó un
proyecto de ley para habilitar a las
distribuidoras a que formulen un
plan masivo de reemplazo de medi-
dores convencionales por remotos.
“Hasta ahora, la discusión está sin
movimiento en la Comisión de Mi-
nería y Energía, por lo que espera-
mos que el ministerio lo revise, inicie
trabajo prelegislativo y le brinde las
urgencias necesarias”, señala. 

Sulantay enfatiza que el proble-
ma tarifario no puede saldarse car-
gando la mano al eslabón más débil.
“Evidentemente, el principal punto
de discusión es el costo asociado al
reemplazo de equipos. Creo que se
debe hacer un acuerdo justo, aun-
que siempre resguardando el bene-
ficio de la parte más vulnerable de
toda negociación, que es el cliente”. 

Un especialista del sector energé-
tico que solicitó reserva de su nom-
bre resume que Chile se encuentra
en un cruce de caminos sin avances:
mientras los sectores políticos te-
men los costos electorales de un alza
en las cuentas de la luz, las distribui-
doras presionan por la moderniza-
ción, sin intención de llegar a acuer-
do por un cobro equiparado; y el
usuario sigue atrapado en la incerti-
dumbre de un servicio que falla y un
cobro que no entiende del todo.

CLAUDIA BETANCOURT M. El futuro tarifario de la infraestructura

Modernizar la red eléctrica: el
costo que vuelve a poner a los
medidores en el centro del debate
El despliegue de máquinas inteligentes en Chile continúa atascado en un complejo dilema

económico, técnico y político. Mientras expertos señalan que el modelo regulatorio ampara

que los costos de infraestructura de red se traspasen a la tarifa, las distribuidoras enfatizan

que el foco debe estar en la gestión de red en tiempo real para acelerar la reposición tras

cortes y responder a la meta de descarbonización del país. 

‘‘El medidor se

considera un activo 

de red y su costo se

remunera por tarifa,

igual que los

transformadores o las

líneas de distribución”.

JAVIER BUSTOS
Abogado y consultor

asociado de Domo Legal

‘‘Los medidores

inteligentes por sí solos no

evitan las interrupciones,

pero permiten detectar

una falla y recuperar el

suministro en mucho

menos tiempo”.

IVÁN QUEZADA
Gerente general de CGE

‘‘Contar con una red más

digitalizada permite

comprender mejor las

vulnerabilidades y

fortalecer la capacidad de

adaptación y recuperación

de cada territorio”.

PAULINA GUZMÁN
Gerente de Sostenibilidad y

Asuntos Externos de Chilquinta

‘‘Para mejorar realmente

la calidad del servicio

se necesita realizar

inversiones que requiere

la red para ser más

moderna, automatizada

y resiliente”.

JUAN MERICHES
Director ejecutivo de Empresas

Eléctricas A. G.

Un aspecto no menor en la polémica es el
destino de los datos de consumo diario y
hábitos de 1,7 millones de hogares. Un
medidor inteligente no solo registra
electricidad, expone las rutinas diarias de las
familias, abriendo un flanco de
ciberseguridad y privacidad. Frente a esto, los
actores del sector coinciden en que la
digitalización requiere aplicar estándares de
autenticación y cifrado rigurosos, en línea con
la nueva Ley de Protección de Datos

Personales y las normas técnicas fijadas por la
Comisión Nacional de Energía (CNE). 

De hecho, la CNE inició la consulta pública
de una nueva Norma Técnica de
Ciberseguridad y Seguridad de la Información
para el sector eléctrico. “Son avances
importantes, porque la digitalización de la
red tiene que ir necesariamente acompañada
de reglas que protejan tanto la seguridad del
sistema eléctrico como la información de las
personas”, afirma Juan Meriches.

La sombra de la ciberseguridad

‘‘Se debe desarrollar un

sistema eficiente en la

entrega del servicio, 

pero también que propenda

a que los clientes sepan

exactamente lo que están

cancelando”.

MARCO ANTONIO SULANTAY
Diputado



Un mural puede renovar la ima-
gen de un barrio, y si su pintura in-
corpora un material fotocatalítico
capaz de contribuir a reducir conta-
minantes del aire, doble logro. Esta
es la apuesta que guía a “Santiago
se pinta de alegría”, iniciativa para
pintar fachadas con ayuda de veci-
nos de la propia comuna y de La Rei-
na, y la incorporación de Enel Distri-
bución como participante. La em-
presa eléctrica se sumó este año co-
mo colaboradora para pintar 4.050
metros cuadrados, apoyar en la
creación de murales comunitarios y
descontaminar. 

¿Cómo funciona?

La capacidad de esta pintura de
descontaminar se logra con un aditi-
vo que “al contacto con la luz (ya sea
natural como el sol, o artificial como
las ampolletas encendidas) simula el
proceso de fotosíntesis, purificando
el aire. Cada metro cuadrado donde
se aplica esta nanotecnología tiene

el mismo potencial descontaminan-
te que dos árboles maduros”, expli-
ca el gerente de Photio —la empre-
sa que suministra este compues-
to—, Matías Moya.

la solución utiliza como reactivos
la humedad del ambiente y los ga-
ses contaminantes presentes en el
lugar, generando como resultado la
degradación y transformación cons-
tante de estos últimos en sustancias
que ya no representan un peligro a
nivel medioambiental o para la sa-
lud de las personas.

Esta tendencia forma parte de
una búsqueda más amplia por in-
corporar innovación ambiental en
materiales de uso cotidiano, trans-
formando elementos presentes en
las ciudades en superficies capaces
de contribuir a objetivos ambienta-
les. Estas soluciones buscan aprove-
char superficies ya existentes, como
fachadas y muros, incluso telas y za-
patillas, para generar beneficios
adicionales vinculados a la calidad
del aire y la sostenibilidad y sin cam-
biar ninguna de sus propiedades fí-
sicas o químicas.

CRISTIÁN MÉNDEZ

Pintura fotocatalítica:

En La Reina y Santiago
se pintan murales
que limpian el aire
De manera similar a la fotosíntesis, al ser aplicada en

pinturas, esta tecnología reacciona con la luz

promoviendo un proceso de descontaminación.

Desde agosto, vecinos, voluntarios, artistas locales y Enel participan en
las jornadas para pintar 4050 metros cuadrados.

C hile ha avanzado en la defi-
nición de metas y nuevas
exigencias para impulsar la

economía circular. La Ley de Res-
ponsabilidad Extendida del Pro-
ductor (REP) continúa ampliando
su alcance y la Hoja de Ruta para
un Chile Circular al 2040 plantea
que la tasa general de reciclaje lle-
gue a 40% en 2030 y a 75% una
década después. Pero entre esos
objetivos y su implementación
persiste una distancia. 

Desde Ecológica identifican tres
brechas principales: regulación y
permisos; infraestructura para va-
lorizar, y un cambio en las decisio-
nes operativas de las empresas. Se-
gún el último Informe Consolida-
do del Registro de Emisiones y
Transferencias de Contaminantes
(RETC), con información a 2023,
cerca de 5,9 millones de toneladas
de residuos industriales fueron eli-
minados, frente a cuatro millones
de toneladas que llegaron a valori-
zación. Si bien es un avance en
comparación con las cerca de 0,8
millones de toneladas registradas
en 2014, aún se elimina un volu-
men mayor del que se recupera.

Capacidad para
valorizar

Una segunda brecha está en la
infraestructura. Para cerrar los ci-
clos no basta con separar los resi-
duos; se requieren plantas de clasi-
ficación, reciclaje, compostaje y

otras alternativas de recuperación,
además de logística y mercados
que puedan reincorporar esos ma-
teriales.

El problema se agudiza en re-
giones. De acuerdo con Ecológica,
existen zonas donde materiales
técnicamente valorizables no
cuentan con una alternativa dis-
ponible o económicamente viable.
“Mientras mayor sea la distancia
entre el lugar donde se genera el
residuo y la instalación capaz de
recibirlo, mayor es el costo logísti-
co. Una solución técnicamente cir-
cular puede terminar dejando de

ser viable económicamente”, ex-
plica Vanja Isamat, subgerente de
Salud, Seguridad, Medio Ambien-
te y Calidad de la empresa.

A esto se suma el desafío de los
permisos. La Ley Marco de Autori-
zaciones Sectoriales, vigente des-
de septiembre de 2025, busca re-
ducir los tiempos de tramitación y
dar mayor predictibilidad. Para
Isamat, la discusión ya no pasa por
rebajar los estándares ambienta-
les, sino por conseguir que estos
convivan con procedimientos cla-
ros que permitan desarrollar la in-
fraestructura necesaria.

Brecha en las empresas

El tercer desafío ocurre al inte-
rior de las organizaciones. Buena
parte del destino de un residuo se
define antes de que este exista.
“Finalmente son las personas
quienes deciden qué comprar, có-
mo producir, cómo separar un ma-
terial o cómo gestionar un resi-
duo”, afirma Isamat. Por eso
—agrega—, la circularidad no
puede quedar restringida al área
de medioambiente, sino que debe
incorporarse a operaciones, com-
pras, logística y mantenimiento. 

VICTORIA SCHNEIDER

Análisis de la empresa Ecológica:

Las tres brechas que enfrenta la
industria para llevar la economía
circular de las metas a la realidad
Infraestructura, permisos y decisiones operativas aparecen como los principales desafíos

para avanzar en valorización de residuos.

‘‘Una meta regulatoria, por sí

sola, no genera circularidad. Para

transformar un residuo en un

nuevo recurso se necesita una

cadena completa”.

VANJA ISAMAT
Ecológica
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Desde octubre de 2024 está vi-
gente la Norma de Emisión
de Luminosidad Artificial

Generada por Alumbrados de Exte-
riores (DS 1/2022), que establece lí-
mites para las emisiones de luz arti-
ficial. En las áreas astronómicas, las
nuevas fuentes emisoras deben
cumplir sus exigencias desde esa fe-
cha, mientras que en el resto del
país deberán hacerlo a partir del
próximo 19 de octubre. Para las
fuentes existentes, los plazos de-
penden de su ubicación y, en las co-
munas sujetas a la regulación astro-
nómica, llegan hasta octubre de
2029. 

Según los especialistas, la lumino-
sidad artificial en el norte del paísha
ido en aumento. Ciudades, faenas
mineras y proyectos energéticos in-
corporan constantemente nuevas
fuentes de iluminación en las regio-
nes de Antofagasta, Atacama y Co-
quimbo, donde se concentra buena
parte de la actividad astronómica.

Gabriela López, directora de la
Oficina de Protección de la Calidad
del Cielo del Norte de Chile (OPCC),
dice que “se ve un crecimiento ace-
lerado de la luminosidad artificial
en los últimos 15 años. La masifica-
ción de la tecnología LED ha contri-
buido a este fenómeno, ya que las

fuentes con mayor proporción de
luz azul generan un mayor resplan-
dor luminoso nocturno”.

El desierto de Atacama, el más
árido del mundo, reúne condiciones
excepcionales para la astronomía.
Su atmósfera extremadamente se-
ca, la estabilidad atmosférica y sus
cielos oscuros son algunas de las ca-
racterísticas que favorecen la obser-
vación astronómica. “Son cielos
realmente únicos”, enfatiza Patricio
Rojo, director del Departamento de
Astronomía de la U. de Chile.

Sin embargo, la exposición a la
contaminación lumínica no es igual
en todo el territorio. “Hay sitios en
el norte que están mucho más aisla-
dos, mientras que otros, como los
cercanos al valle del Elqui, están mu-
cho más expuestos a la contamina-
ción. Desde muchos de ellos se pue-
de ver La Serena. En cambio, otros
lugares del norte no tienen ninguna
ciudad a la vista y se deben usar me-
didas de mitigación para trabajar en
astronomía”, añade.

Las brechas

El aumento de las fuentes de ilu-
minación también se refleja en los
proyectos que entran al Sistema de
Evaluación de Impacto Ambiental
(SEIA). Un informe de la Fundación
Cielos de Chile revisó 118 proyectos
industriales ingresados entre octu-
bre de 2023 y junio de 2025 en las 29
comunas declaradas áreas astronó-
micas. Solo dos habían definido un
área de influencia lumínica y 67%
no definió correctamente el área.

Además, ninguno ingresó como
Estudio de Impacto Ambiental (EIA)
debido a un eventual impacto sobre
la calidad de los cielos oscuros.

La aplicación de la norma tam-
bién presenta diferencias entre las
regiones. El análisis recogió 464 pro-
yectos y 730 registros de luminarias
a instalar en alumbrado público, de-
clarados ante la Superintendencia
de Electricidad y Combustibles (SEC)
entre octubre de 2024 y febrero de
2026. El estudio determinó que el

36,7% de los casos cumplía con la
norma. En Antofagasta, el porcen-
taje llega a 59,2%; en Atacama,
24,6%, y en Coquimbo, al 19,3%.

Revisión de la normativa

El Ministerio del Medio Ambien-
te (MMA) inició en agosto de 2026 la
revisión de la normativa y, en para-
lelo, abrió un proceso para prorro-
gar determinados plazos de imple-
mentación del alumbrado de cargo
o administración municipal.

José Ignacio Vial, subsecretario
del Medio Ambiente, comenta que
los municipios enfrentan restriccio-
nes presupuestarias, dificultades en
los procesos de licitación y proble-
mas para adaptar los sistemas exis-
tentes. “La conversión de luminarias
no es un simple cambio de ampolle-
tas, sino una reestructuración que
debe compatibilizar la protección
ambiental con otras necesidades,
como la percepción de seguridad y
la eficiencia energética”, afirma.

del universo”, explica Rodrigo He-
rrera, director del Núcleo Milenio de
Galaxias y profesor del Departa-
mento de Astronomía de la UdeC.

No obstante, los expertos coinci-
den en que la expansión urbana y el
desarrollo de actividades mineras y
energéticas pueden coexistir con la
protección de los cielos nocturnos,
siempre y cuando sus sistemas de
iluminación consideren los efectos
que generan sobre el entorno. “No
nos oponemos al crecimiento, a la
minería, ni a que las ciudades crez-
can, pero hay formas de iluminar las
mineras, ciudades y autopistas para
minimizar el impacto sobre la astro-
nomía”, plantea Herrera.

Un ejemplo es el proyecto de ilu-
minación de la Mina Tenardita, que
obtuvo el Premio Cielos de Chile
2025 en la categoría Alumbrado In-
dustrial por buscar reducir la conta-
minación lumínica y proteger a las
aves marinas.

Rojo, de la U. de Chile, propone
medidas como delimitar las zonas
que requieren iluminación, ajustar
horarios de trabajo y orientar las lu-
minarias hacia abajo: “Lo que nece-
sitamos los astrónomos es que las lu-
minarias no apunten hacia arriba”.

A la lista, Daniela González aña-
de desarrollar guías de evaluación,
capacitar a titulares de proyectos y
ampliar el monitoreo.

Y el problema no se limita al cum-
plimiento de cada fuente por sepa-
rado. “No contamos con umbrales
definidos que determinen cuándo
un territorio se encuentra saturado
por luz artificial o en riesgo de satu-
ración”, advierte Gabriela López, de
la OPCC.

En esa línea, Daniela González,
directora ejecutiva de la Fundación
Cielos de Chile, apunta a avanzar en
una norma secundaria de calidad
del cielo nocturno: “Esta norma
complementaría el DS 1/2022 con un
estándar que establezca límites pa-
ra el brillo del cielo en su conjunto,
permitiendo evaluar el impacto acu-
mulado de múltiples proyectos en
un territorio astronómico”.

Lo que está en juego

El aumento del brillo artificial del
cielo dificulta la observación de ob-
jetos débiles y distantes. “Lo que
perdemos es la capacidad de obser-
var estas galaxias muy al principio

IVÁN SILVA I. La expansión urbana y el desarrollo de actividades mineras y energéticas incorporan nuevas

fuentes de luz en las regiones donde se concentra la actividad astronómica. Aunque existe una

regulación específica, expertos advierten que aún faltan herramientas para medir el efecto

acumulado de estas emisiones sobre la oscuridad del cielo nocturno.

Contaminación lumínica

Cielos del norte bajo presión:
el desafío de contener el
avance de la luz artificial

Un informe de la Fundación
Cielos de Chile revisó 118

proyectos industriales
ingresados entre octubre de
2023 y junio de 2025 en las

29 comunas declaradas áreas
astronómicas y concluyó que

el 67% no definió
correctamente su área de

influencia lumínica. 
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Durante décadas hemos entendido la conservación
de la naturaleza como una tarea fundamentalmen-
te del Estado. Crear áreas protegidas, fiscalizar
actividades productivas, proteger especies y preser-
var ecosistemas parecía corresponder casi exclusiva-
mente al sector público y a las organizaciones de
conservación.

Ese modelo ya no es suficiente, y la buena noticia
es que ya no es así. 

La magnitud de la crisis de biodiversidad, el cam-
bio climático y la presión creciente sobre los recur-
sos naturales nos obligan a buscar nuevas formas de
financiar y gestionar la conservación. Y aquí apare-
ce un actor que no podemos seguir pasando por
alto: el sector privado.

Para buena parte de las industrias extractivas, la
naturaleza no es solamente un elemento sobre el
cual se generan impactos; es también la base de su
actividad. La minería necesita agua; la agricultura,
suelos, agua y polinizadores; la pesca, ecosistemas
marinos saludables; la actividad forestal depende
de la productividad de los ecosistemas, y el turismo
necesita paisajes y biodiversidad para existir.

La conclusión es evidente: sin naturaleza saluda-
ble, muchas de las actividades económicas que hoy
consideramos estratégicas para nuestro país simple-
mente no podrán ser sostenibles. 

Para las empresas, esto significa asumir una res-
ponsabilidad distinta: primero, evitar y reducir sus
impactos; luego, restaurar y compensar aquellos
que no puedan ser evitados, y, finalmente, avanzar
hacia contribuciones positivas para la naturaleza. Es
lo que conocemos como nature positive. 

Pero para que esta transformación ocurra necesi-
tamos algo más que buenas intenciones; necesita-
mos que conservar la naturaleza sea también un
buen negocio. Este es uno de los grandes desafíos
para Chile.

Valor económico tangible

Durante mucho tiempo hemos considerado la
biodiversidad como un patrimonio cuyo valor eco-
nómico es difícil de capturar. Sabemos que un hu-
medal evita inundaciones, protege la biodiversidad;
que un bosque captura carbono; que un ecosistema
marino sostiene pesquerías, y que un paisaje natu-
ral atrae turistas. Sin embargo, buena parte de esos
beneficios no aparece claramente reflejado en los
precios ni en las decisiones de inversión. Es el con-
cepto de capital natural. 

La tarea consiste en crear mecanismos, incentivos,
que permitan transformar ese valor ecosistémico en
un valor económico tangible. 

Esto abre enormes oportunidades para las alian-
zas público-privadas. El Estado debe establecer las
reglas, estándares y mecanismos de certificación
que den confianza al mercado; las empresas pue-
den aportar capital, innovación y capacidad de
gestión; las organizaciones de conservación apor-
tan conocimiento científico y experiencia territo-
rial, y las comunidades locales deben ser parte
central de este modelo, porque son las que muchas
veces conviven directamente con los ecosistemas
que queremos proteger.

La pregunta ya no debiera ser cuánto nos cuesta
proteger la naturaleza; debiéramos comenzar a
preguntarnos cuánto valor económico podemos
generar al conservarla o cual es la consecuencia de
su destrucción. 

No se trata de privatizar la conservación ni de
reemplazar la responsabilidad del Estado; se trata de
reconocer que el Estado no tiene, por sí solo, los recur-
sos suficientes para enfrentar la magnitud del desafío.
Tampoco las organizaciones ambientales ni las comu-
nidades pueden hacerlo solas. Esto es evidente.

Necesitamos sumar capacidades y voluntades. Las
alianzas público-privadas pueden permitir que una
empresa minera contribuya a proteger una cuenca;
que una empresa turística financie la conservación
del ecosistema que sustenta su negocio; que una
empresa agrícola invierta en restaurar los servicios
ecosistémicos de los que depende, y que los merca-
dos de biodiversidad y los pagos por servicios ecosis-
témicos permitan canalizar recursos hacia quienes
efectivamente conservan.

El desafío es construir mecanismos transparentes,
adicionales, medibles y verificables, evitando que la
conservación se transforme en una herramienta de
greenwashing.

El futuro de la conservación no puede descansar
solamente en mayores presupuestos públicos. Nece-
sitamos construir una verdadera economía de la
conservación, donde proteger la naturaleza genere
valor para las empresas, las comunidades y el país.

Y en ese camino, las alianzas entre el Estado y el
sector privado no son una concesión; son, probable-
mente, el futuro de la conservación.

ALIANZAS PÚBLICO-PRIVADAS Y EL FUTURO DE LA CONSERVACIÓN

ATURO BRANDT
Director de la Fundación Kennedy

“EL ESTADO DEBE ESTABLECER LAS REGLAS, ESTÁNDARES Y MECANISMOS DE CERTIFICACIÓN QUE DEN CONFIANZA AL

MERCADO; LAS EMPRESAS PUEDEN APORTAR CAPITAL, INNOVACIÓN Y CAPACIDAD DE GESTIÓN; LAS ORGANIZACIONES

DE CONSERVACIÓN APORTAN CONOCIMIENTO CIENTÍFICO Y EXPERIENCIA TERRITORIAL, Y LAS COMUNIDADES LOCALES

DEBEN SER PARTE CENTRAL DE ESTE MODELO, PORQUE SON LAS QUE MUCHAS VECES CONVIVEN DIRECTAMENTE CON

LOS ECOSISTEMAS QUE QUEREMOS PROTEGER”.

El rápido avance de las ener-
gías renovables en Chile
está obligando al sistema

eléctrico a buscar nuevos equili-
brios.

Compatibilizar seguridad de
suministro, accesibilidad econó-
mica e impacto ambiental es lo
que el World Energy Council
(WEC) denomina el “trilema
energético”, un marco que bus-
ca analizar las decisiones energé-
ticas considerando simultánea-
mente estas tres dimensiones.

Esa fue la discusión que Andy
Calitz, experto energético del
WEC y con una larga trayectoria
internacional en el sector, vino a
plantear a Chile. Durante su visi-
ta a Santiago encabezó un taller
con distintos actores de la indus-
tria para aplicar el Energy Tri-
lemma a desafíos concretos del
país y analizar cómo una deci-
sión en una dimensión puede
afectar a las otras.

“Chile está absolutamente
bendecido por sus recursos sola-
res y eólicos. Lo que enfrenta, al
igual que la mayoría de los paí-
ses, son desafíos de transmisión
y almacenamiento”, dijo Calitz
a “El Mercurio”. 

El sistema chileno tiene ade-
más una condición particular,
su relativo aislamiento. Calitz
compara al país con Australia,
Reino Unido y Japón, y sostiene
que, pese a algunas interco-
nexiones eléctricas y gaso-
ductos, funciona en buena
medida como una isla. “En
general, Chile tiene que cui-
darse a sí mismo”, afirma.

El desafío de
expandir la red

Ese relativo aislamiento, su-
mado a la geografía del siste-
ma, vuelve especialmente

relevante la capacidad de trasla-
dar y almacenar energía. Buena
parte de la generación solar se
concentra en el norte, lejos de
los principales centros de consu-
mo. Las baterías permiten guar-
dar excedentes y devolverlos al
sistema cuando aumenta la de-
manda. De hecho, Chile casi tri-
plicó en un solo año su capaci-
dad instalada de baterías, de
1.200 MW a 3.200 MW en 2025. 

Pero almacenar energía no
resuelve por sí solo el problema
de moverla. La expansión de la
red no depende solo de definir
dónde construir nuevas líneas,
sino también de cómo financiar-
las. “¿Quién asume el costo?
¿Dónde se recupera ese costo?
Esa es la decisión de inversión”,

explica Calitz.
E l o t ro desa f ío e s l a

aceptación pública. “La
infraestructura de trans-

misión es invasiva. Es
muy grande y muy visi-
ble”, señala Calitz. Por

eso, sostiene, su desa-
rrollo en democracias

requiere incorporar a las
comunidades: “El con-
sentimiento público to-
ma tiempo”.

Cuando mejorar
una dimensión

afecta a otra

El trilema energético plan-
tea que una decisión energéti-
ca debe considerar al mismo

tiempo la seguridad,

los costos y el impacto ambien-
tal. Uno de los ejemplos que
presentó Calitz en Chile fue Ma-
rruecos, donde el complejo so-
lar Noor Ouarzazate permitió
reducir emisiones y mejorar la
seguridad energética al dismi-
nuir el uso de carbón importa-
do, pero a costa de un alto con-
sumo de agua y mayores costos
eléctricos.

“Para lograr la limpieza del ai-
re en la costa y reducir el CO2, au-
mentaron los precios de la electri-
cidad y aumentaron masivamen-
te el consumo de agua”, dice.

Australia del Sur brinda otro
ejemplo. El reemplazo del car-
bón por energía solar y eólica re-
dujo emisiones, pero inicialmen-
te debilitó la seguridad del siste-
ma. Tras un apagón en 2016, ace-
leró la incorporación de baterías
e interconexiones. “A veces
aprendemos de nuestros éxitos
y, a veces, de nuestros fracasos”,
dijo Calitz en su presentación.

Las lecciones 
para Chile

La discusión del trilema en
Chile dejó tres aspectos claros.
Uno es el gran potencial solar y
eólico del país; otro, las brechas
de acceso a la energía en el sur, y
el tercero, la preocupación por la
dependencia comercial y estra-
tégica del gas argentino.

Por último, advierte contra la
idea de que mayor seguridad
energética equivale a mayor au-
tosuficiencia. “No hay ningún

país en el mundo que sea
autónomo. Ni China

ni Estados Uni-
dos”, dijo.

Reduc i r la
dependencia
de combusti-
bles importa-
dos, sostie-
n e , p u e d e

a u m e n t a r
o t r a s , p o r

e j e m p l o , d e
equipos, redes o

interconexiones. “No
recomendaría buscar la sobe-

ranía o independencia energéti-
ca de otros países. Al final, los
precios de la energía se volve-
rían inasequibles”. El desafío
está en decidir qué dependen-
cias asumir, concluyó.

FELIPE LAGOS El especialista destaca el avance renovable de Chile, pero

advierte que su aprovechamiento depende de fortalecer la

transmisión y el almacenamiento. A ello se suman el

financiamiento de nuevas redes y la necesidad de equilibrar

seguridad de suministro, costos e impacto ambiental.

Entrevista a Andy Calitz, experto energético del World Energy Council:

“Lo que enfrenta Chile
son desafíos de transmisión
y almacenamiento”

Chile está absolutamente

bendecido por sus

recursos solares y eólicos”.

No hay ningún país en el

mundo que sea autónomo

energéticamente. Ni China

ni Estados Unidos”.

Para Andy Calitz, 
experto del World Energy
Council (WEC), el avance

renovable de Chile debe ir
acompañado por más

transmisión y
almacenamiento, sin 

perder de vista sus costos
e impactos.

El debate sobre la tramitología
(“permisología”) suele moverse
entre cifras de costo y percepcio-
nes. La Universidad San Sebastián
calcula que las demoras en la tra-
mitación ambiental costaron al
país US$ 2.960 millones en 2025, y
el plazo promedio de evaluación
pasó de 298 días en 2021 a 399 a fi-
nes de 2025.

Pero faltaba medir qué ocurre
dentro de los ex-
pedientes.

Ese es el foco de
“La ‘permisología’
por dentro”, pri-
mer informe de In-
zai, empresa de in-
tel igencia am-
biental cofundada
por el exsuperin-
tendente del Me-
dio Ambiente Cris-
tóbal de la Maza y dirigida por Pa-
blo Aguirre, exjefe de inteligencia
ambiental de la SMA. Con IA, el
equipo estructuró 381.814 observa-
ciones que los órganos del Estado
con competencia ambiental (OAE-
CA) formularon a 4.390 proyectos
ingresados al Sistema de Evaluación
de Impacto Ambiental (SEIA) entre
2005 y 2025.

El promedio subió de 48 a 167 ob-
servaciones por expediente, y la me-
diana, de 36 a 146. Y no son casos ex-
tremos, sino proyectos típicos. El alza
golpea sobre todo a las declaracio-
nes de impacto ambiental (DIA), ins-
trumento para iniciativas sin efectos
en el entorno significativos. “Una
DIA hoy recibe prácticamente las
mismas observaciones que recibía un
EIA (estudio de impacto ambiental)
hace 20 años”, afirma Aguirre.

Más servicios, 
más exigencias

Hoy intervienen, en promedio,
11,8 organismos por expediente,
frente a 5,5 dos décadas atrás, con la
Seremi de Salud (68% de los casos) y
la Dirección General de Aguas

(63%) a la cabeza. Y los requeri-
mientos que obligan a producir o
ampliar estudios, modelaciones o
muestreos subieron de 26% a 39%
del total. Duplicar las observaciones
se asocia a unos 49 días adicionales
de tramitación, aunque el informe
precisa que es una asociación y no
una relación causal.

Para De la Maza, “se está utilizan-
do con mucha intensidad el requeri-
miento de información”, en parte
para cerrar flancos ante eventuales

reclamaciones judi-
c ia les . También
cuestiona que mu-
chas observaciones
apunten a la inge-
niería del proyecto
y no a sus efectos
ambientales.

Cabe destacar
que el estudio no
mide la calidad téc-
nica de los proyec-

tos, la otra cara del problema. Fun-
dación Terram sostiene que buena
parte de la demora se explica por
suspensiones que piden los pro-
pios titulares para completar ante-
cedentes.

Reglas claras 
antes que límites

El diagnóstico llega en plena re-
forma: se publicó la Ley Marco de
Autorizaciones Sectoriales, el Con-
greso despachó la Ley de Recons-
trucción Nacional con cambios al
SEIA y el Ministerio del Medio Am-
biente impulsa ajustes al proyecto
Evaluación Ambiental 2.0.

Los autores descartan limitar por
ley las observaciones. “Si no lo obser-
van los servicios públicos, lo va a ob-
servar la ciudadanía”, advierte De la
Maza, quien apuesta por la rectoría
técnica del Servicio de Evaluación
Ambiental y por una fase previa de
términos de referencia que fije de
entrada la información exigible.
Aguirre agrega que limitar las obser-
vaciones “podría ser una solución
demasiado simplista para un proble-
ma que es difícil de resolver”.

RODRIGO REYES

La tramitología por dentro:

Proyectos reciben
3,5 veces más
observaciones 
que hace 20 años
Un estudio de la firma Inzai procesó con inteligencia

artificial más de 380 mil observaciones de servicios

públicos en el SEIA. Sus autores plantean que la clave

está en definir antes qué información se exigirá.

49 días
adicionales de tramitación se
registran al duplicar las
observaciones de un
expediente. El informe
precisa que es una asociación
y no una relación causal.

Cristobal de la Maza. Pablo Aguirre.
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